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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. 15 de octubrc de 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucio¡al interpuesto por don Bernardino Torres Blanco contra
la resolución de fojas 456, de l0 de octubre de 2016, expedida por la Sala Civil de Ia
Cone Superior de Justicia de Cusco, que rechazó su demanda de arnparo.

FUNDAMENTOS

L En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el dia¡io
oftcial El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunai estableció, en el
fundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
dencgato¡ia, diclada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguie[tes
supuestos. que igualmente están contenidos en el afiículo ll del Reglamento
No¡mativo del Tribunal Constitucional:

a) de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque
tión de Derecho contcnida en el recurso no sea de especial trascendencia

titucional
cuestión de De¡echo invocada contradiga un p¡ccedente del T¡ibunal

tucional

En ol presente caso, el rccurente solicita la nulidad de: i) la resolución 32, dc 8 de
agosto de 2012 (fojas 5), expcdida por la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia
del Cusco, que declaró fundada la demanda dc desalojo por ocupación precaria
p¡omovida por dotr Tomás Tor¡es Gamarra y don Lorenzo To¡res Gama¡ra, cn
contm suya y Ia de don Germán 'l ores Blanco y el recu[ente; ii) la rcsolución g.

de 1 dc julio de 2013 (foias 10), que confiImó la improcedencia de su solicitud de
¡ulidad: y iii) la resolución 45, de 7 de agosto de 2013 (fojas 14), expedida por el
Juzgado Mixto de Paruuo. que dispuso la diligencia de desalojo.

d) Se haya decidido de manera desestimatoria cn casos sustancialmente iguales.

3. Sostiene el ¡ecufiente que las resolucioles judiciales cuestionadas vulneran sus
derechos a la tutela procesal efectiva, al debido proceso y a la propiedad, toda vez
que el predio objeto del proceso subyaceDte fue propiedad de sus tíos don Anacleto
Aurelio Tor¡es y doña Teresa Gamarra de Torres y, por tanto, Ie coresponde por
he¡encia a él y a su he¡mano; sin embargo, los demandanles, don Tomás Toraes
Gamana y don Lorenzo Torres Gamarra, falsificaron sus paúidas de nacimienro
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par¿ apa¡cccr como hijos de don Anacleto Aurelio Torres y doña Teresa Gamarra

dc Torres y heredar sus bie¡cs. Por ello, a pesar de ser el legitimo hcrcdero, sobre él

recae la amenaza de ser desalojado del predjo.

4. Al respecto, esla Sala Segunda dcl Tribunal Constitucional aprecia quc cl rccunente
cucstiona Ia ¡esolución 32, dc 8 dc agosto de 2012 (fojas 5), expedida por la Sala

Civil de la Cone Supcrjor de Justicia de Cusco que declaró fu¡dada la dcmanda de

des¿lojo por ocupación precaria promovida por don Tomás Torres Gamarra y don
l-o)cnzo Torrcs Gamarra en contra suya y la dc don Germán Torres Blanco. Dicha
resoh¡ción, confolme al inciso 1 dc1 primer párrafo del afículo 387 del Texto Únrco
Ordenado del Código Procesal Civil, era susceptible de ser cuestionada en casación;
sin cmbargo, ello no se hizo, dejá¡dose consentirla.

l'or estos t'undan,)cntos, cl Tribunal Constitucional, con la autoridad que le conñere la
Constitución Política del I'erú, y la pafticipación del magistrado Ispinosa-Saldaña
Barrcra, convocado para dirimir la discordia suscitada po¡ cl voto singular dc1

magistrado FeÍe¡o Costa,
Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

IIEST, E t-V L

Dcclarar IMPROCEDENIE el reouNo de agravio constitucional, porque la cuestión
de Derecho contenida cü cl rccurso carccc dc cspccial trascendcncia constitucional.

Publiquese y notifiquese

SS

N{IRANDA CANAT,ES
SARD(iN DI' 'I'ABO D 
ESPINoSA-SALDAÑA BARRERA A4\

'i.'

5. En consecuencia, cl prcsente recurso de agravio ha incurido en la causal dc
rechazo prevista en el acápite b) del fu¡damento 49 de la sente¡cia cmitida en cl
Ilxpcdicntc 00987 2014 PA/TC y en el inciso b) del a¡tículo 11 dcl Rcglamcnto
Normativo del Tribunal Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin
nrás trárnite, improcedente el recurso de agravio oonstitucional.

.t?
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I.'IJNDAMENTO DE VOTO DIIL MAGISTRA.DO ESPINOSA.SALDAÑA
BARRER4.

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesario señalar lo siguiente:

Nuestra responsabilidad como jueces constitucionales del Tribunal Constitucional
perueno incluye pronunciarse con resoluciones cor¡prensibles, y a Ia vez, rigurcsas
técnicamenle. Si no se loma en cuenta ello, el 'lribunal Constituoional falta a su

rcsponsabilidad instituciona¡ dc concrelizac;ón de la Constilución, pües dcbc
hacerse entender a cabalidad en la co¡npresión del ordenamientojurídico conforme a

los principios, valores y demás preceplos de esta misma Constitución.

2. En ese esoenario, convendría advedir a la pal1c rccurrcntc que cn el ordcnamiento
jurid;co perLiano, conforme al artíoulo,1 del Código Procesal Constitucional, la
lu!ela procesal electiva incluye al debido proceso en sus diversas manifestaciones-

-1. I)or o1ro, aquí ha quedado plenamente acreditado que el recurso de agra!iu
co¡stitucional no encucnlra respaldo en el contenido conslit!¡cionalmenle protegido
de los derechos invocados por la parte demandanle. Siendo así, se verifica que se ha
incurrido en la causal de rechazo prcvista en el acápile b) del fundamento,l9 de la
senlencia emitida en el Expediente 00987-201,1-PAn'C y cn cl inciso b) del arlículo
I I del Reglamento Normativo del Tribunal Constitlrcional.

4. Ahora bien, encuentro que la redacción del proyecto no es lo sulicicn¡cmcntc clara
para explicar las razones por las cuales aqlrí la cuestión de Dcrccho plantcada carcce
de especial trascendencia constitucional, conformc las pautas establecidas por esle
Tr;bunal.

5. En eféclo. tal como ha desarrollado csle ltibunal Constitucional en reiterada
jurisprudencia, al momento de emitir una sentencia interlocutoria, luego de hacer
mención a las causales de improcedcncia liminar recogidas en el l'unda,nento,19 de

"Vásquez Romero", corresponde referirse en fbrma clara, ordcnada y delallada a la
causal especifica en la cual habría incurrido el recurso plantcado, asi cor¡o cumplir
con explicar cuáles son los alcances de la causal utilizada.

6. Dc esle modo. la exposición de las razones por las cuales el recurso incurre en una
caus¿l dctcrminada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le olorga un
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adccuado orden lógico a los argumentos que firndamentan lo resuelto en el caso.
Dichas cualidadcs son las que se espera que tenga una decisión tomada por este
Tribunal, en tanto sc trata de un órgano jurisdiccional encargado de una labor tan
relevante como lo es la tutela de dcrechos fundamentales.

s.

l-o q

(
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3. En cse sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del T¡ibunal de Garantías
Constitucionales, vigente cn ese momento, estableció, en sus atículos 42 al 46, que
dicho órgaro, al enconhar una resolución dcnegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado el lorma e¡rada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentcncia y, lüego de
señalar la deñciencia, devolverá los actuados a la Corte Sup¡ema de Justicia de la
República (reenvio) para que emita nuevo lallo siguiendo sus lineamientos,
p¡ocedimiento que, a todas luces, dilataba cn exceso ios procesos constitucionales
mencionados.

,1. El rnodelo de tutcla ante amcnazas y vulne¡ación de derechos iue seriamente
modificado en Ia Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
meca¡ismos de tutela de dos a cuatro, a saber. habeas corpus, amparc, h¿rbeas ddta
y acción de cumplimiento. En segr-rndo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de cont¡ol de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica erróneamente como "órga¡1o de control de la Constitt¡ción,,. No obstaflte. cn

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con Ia potestad que me olorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar ¡espetuosamente
que disiento del precedente vinculantc establecido en la Sentencia 00987 -2014-PAITC,
SIINTENCIA INTEITLOCIUTORIA DENEGA'I'ORIA, por los fr.rndamentos quc a
continuación expongo:

EL TRTBUNAL CoNsrrructoNAl coMo coRtE DE REvrsróN o FALLo y No Df,
CASACIóN

La Constitución de 1979 c¡eó el Tribunal de Gamntías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1991 convifió al Tribunal Constitucional
en i¡stancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra hisloria
constitucional, dispuso la crcación de un órgano ad roc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de ga¡antizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

{Yril

2. La Ley fundamental de 1979 establcció qLre el 'l'ribunal de Garantias
Constitucionales e.a un órgano de control de la Constitución, que tenía j urisdicció n
e¡ todo el territorio nacional para conocer, e yía de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho l'ribunal no
constituía una instancia habilitada para fallar en forma deñnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos rcconocidus en la Conslilucion.
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materia de p¡ocesos constitucioDales de la libeftad, la Constitución establece que el
Iribunal Constituciol'ral es instancia de rcvisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescfibe que corresponde al Tribunal Co¡stitucional "conocer, en última y
deJin¡t¡ra instanci¿r, las resoluciones denegat.)rias dicladas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas data ! acción de cumplímiento',. Esta disposición
co¡stitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos f'undameI1tales,
exige que el 'Iribunal Constitucional escuche y evalúe Jos aiegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un de¡echo fundamental. Una lectu¡a diversa
contmvendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el p ncipio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin sup.emo de la
sociedad y del Estado (adículo l), y "la observancia del debido proceso y tuteld
jurisdicciotlal- Ninguna persond puede ser desviada de la jurisdicción
predeternina¡ld por lo ley, fii sometida d procedimíento d¡st¡nto de k)s previamente
eslablecidos. ni juzgada por ór¡¡anos jurisdiccionales de excepcíón n¡ pur
coñisiones especidles creodas ul efecto cualquieru sea nr derutminación,',
consagmda en el artículo 139, inciso 3.
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6. Como se advierte, a difetencia dc lo que acontece en ohos paiscs, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la via d,el cer¡iorar¡
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el ag¡aviado no haya obteddo una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. Fln otras palabras, si 1o que
está en discusión es la supuesta alnenaza o lesión de un de¡echo fundamental. se
debe abrh la via correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronu¡ciarse. Pero la apeñura de esta via solo se produce si se permite al
pelicionante colaboÉr con los jueces constitucionales mediante uo pornenorizado
anilisis de lo que se pr<tende. de lo quc 5c in\oca.

7. Lo constitucional es escucha¡ a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los de¡echos lundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
a¡bit.ariedad-

fl^,fl

8. La administración de.iusticia constitucional de la libertad que brinda el 'l ¡ibunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como coüesponde, del derecho de
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dcfcnsa inhcrente a toda persona, cuya manilestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garafltias al interior de cualquier proccso en el cual se

dct(rminen sus derccho.. inlcreses ) obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamicnto rcspecto a la emisión de una ¡esolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral. los argumentos pe inentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la inlervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administmr justicia constituye una manil'estación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los derechos inhercntes a todo ser humano, lo que
incluye cl derecho a ser oído con las debidas garantias.

ll. Cabe añadir que la participación directa de las partcs, en del'ensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento quc
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidi a sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo conespondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el T¡ibuÍal Constitucjonal tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
lcgitima no por ser un t¡ibunal de jLrsticia, sino po. la justicia de sus razones, por
expresar de modo suliciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechós Humanos ha establecido que el
derecho de defensa t'obliga al Estado a tratar al individuo en todo ñonento como
un Neldadero sujeto del proceso, en el más amplio sentiJo de este concepto, y no
simplemente como obieto del mismo" , y que "para que cxistu Jthido proceso legal
es precíso que uk justiciable pueda hacer yaler sus derechos y defender sus
inl¿re\cs,en,2formu ¿l¿ltiva y en cofidiciones de ígualdad procesal con otros
luSl( taDt?s

M

I Co¡te IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pá¡rafo 29.

'zCofte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamil y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentenciadel2l dejunio de 2002, párrafo 146.
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NATURALEZA PRocESAL DEL RECURSo DE AGRAvro CoNSTrrucroNAL

13. tll modclo de "instancia de tállo" plasmado en ia Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tibünal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho lribunal es su iDtétprete supremo, pe¡o no su reformador, toda
vcz que como órgato conslituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a url proceso constitucional de la libeñad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
vcrdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "rcvisar" ni mucho menos "recalificar" e1 recüso de agravio constitucional.

16. Po. otro lado, la "seltencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación lórmulas iDtprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor dc los casos,
rcquiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No haoerlo, no definirlo, ni justifica¡lo,
conviertc cl empleo de la precitada sentencia en arbitraaio, toda vez que se podria
al¡ctar, entre otros, el derecho lirndamental de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjerivas 1

carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Po¡ lo demás, m atatis mutandis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación dc la naturaleza
procesal de ios procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, via previa,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
ciefio, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de ]a libetad sean de
una naluraleza procesal distinta a Ia de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvinuar la esencia principal del recurso de agravio
conslirucional.

{rt(l

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, cl
'l.Iibunal Constitucional no "concede" el ¡ecu¡so. Esta cs una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el lbndo. Po¡ endc, no le ha sido dada Ia competencia de
rcchazar dicho recurso, sino por el contmrio de "conocer" lo que la pa.rte alega
como un agravio que le causa indefensión.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia ea-sede co¡lstitucional representa la
última posibilidad para proteger y repara¡ los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a fa\ror de que en el presente caso se convoque a audicncia para la
vista, lo que garantiza que el Tribr-¡nal Constitucional, en tanto imtancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
de¡echos esenciales cuando no encueÍtra¡l justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cueüta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la ju.isdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferero Rcbagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defcnsa total de la Constitución, pues si toda ga¡antía constitucional
entmña el acceso a la p¡estación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendicndo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".
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